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Panel integrado por su presidente, el Juez Ramos Torres, el Juez Bonilla 
Ortiz y la Jueza Cintrón Cintrón1. 
 
Ramos Torres, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico a 30 de abril de 2021. 

Comparece el Municipio Autónomo de Carolina (Municipio o 

Apelante) y nos solicita la revocación de la Sentencia emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Carolina (Tribunal o TPI), el 19 de 

octubre de 2018, notificada el día 31 siguiente. Mediante el aludido 

dictamen, el Tribunal condenó al Apelante a satisfacer a Karlan Group, 

Inc. (Karlan o Apelado) tres partidas dinerarias; a saber: $6,000.00 más 

intereses por mora al tipo de 5.75%; una indemnización de intereses por 

mora al mismo porcentaje sobre el pago tardío del retenido del diez por 

ciento del acuerdo contractual de $51,643.58; y $15,000.00 en honorarios 

de abogado.  

A continuación, reseñamos los eventos procesales relevantes, 

seguidos del marco doctrinal aplicable.  

I. 

 La presente causa se inició el 8 de enero de 2013, ocasión en que 

Karlan instó una Demanda en contra del Municipio, por incumplimiento de 

 
1 Mediante Orden Administrativa TA-2021-031 de 8 de febrero de 2021, se designó a la 
Hon. Sol de Borinquen Cintrón Cintrón para entender y votar en el caso de epígrafe en 
sustitución de la Hon. Nélida Jiménez Velázquez, quien se acogió a los beneficios del 
retiro el 31 de enero de 2021. 
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contrato, cobro de dinero, daños y perjuicios.2 La fuente de la reclamación 

surgió del Contrato de Construcción 2011-000474 (Contrato).3 En el 

referido acuerdo, el Municipio contrató a Karlan para el diseño y 

construcción de un área de lavado (car wash), para las unidades del 

Sistema Intermodal de Transportación Carolinense (SITRAC). El acuerdo, 

suscrito por las partes el 16 de agosto de 2010, ascendía a una suma de 

$517,721.00 y tenía una extensión de 180 días. El inicio de la obra se 

autorizó a partir del 15 de octubre de 2010. Además, intervinieron otras 

órdenes de cambio que prologaron la fecha de entrega al 6 de agosto de 

2011. Ello, a pesar de que Karlan solicitó una extensión al día 12, toda 

vez que la obra presentaba un retraso, presuntamente, imputable al 

Municipio.  

En particular, el problema residió en los trabajos relacionados con 

la conexión de agua potable. Aun cuando Karlan cotizó esta labor, el 5 de 

abril de 2011, el Municipio insistió en realizarlos.4 Así, el Municipio llevaría 

la tubería de agua potable hasta aproximadamente dos pies del límite de 

la estructura; y, desde ese punto, Karlan sería responsable de realizar la 

conexión hasta el proyecto. Eventualmente, Karlan hizo el descuento 

correspondiente. 

Sin embargo, al 16 de mayo de 2011, Karlan tuvo que reclamar al 

Municipio la necesidad de tomar acción en cuanto a las conexiones de las 

utilidades de la obra, en referencia a las eléctricas, sanitarias y de agua 

potable. Advirtió que, de lo contrario, el proyecto se atrasaría, pues era 

necesario realizar pruebas de presión y de carga.5 Desde inicios de junio 

de 2011, la etapa de construcción de la obra estaba cerca del cien por 

ciento; pero todavía el Municipio no había informado cuándo comenzaría 

los trabajos de la instalación de la tubería de agua, tal como se obligó 

desde abril.6 Parte del trabajo que restaba por realizar –como las pruebas 

al equipo de lavado– estaba sujeto a que el Municipio realizara primero la 

 
2  Apéndice, págs. 29-45. 
3  Apéndice, págs. 54-66. 
4  Apéndice, págs. 100-101. 
5  Apéndice, pág. 102.  
6  Apéndice, pág. 103. 
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conexión de agua potable. No fue hasta el 21 de julio de 2011 que el 

Municipio autorizó a Karlan a «llevar a cabo la conexión del equipo de 

lavado al sistema sanitario, según plasmado en su diseño, aprobado y 

endosado por la Autoridad de Acueductos y Alcantarillados (AAA)».7 

Finalmente, Karlan entregó la obra el 12 de agosto de 2011, según 

solicitado en la orden de cambio número tres, sometida al Municipio el 3 

de junio de 2011. El Municipio, no obstante, le impuso una multa de 

$6,000.00. Esto es, $1,000.00 por cada uno de los seis días de atraso en 

la entrega del proyecto, ya que el Apelante estableció como fecha de 

entrega el 6 de agosto de 2011.  

En la primera causa de acción de su Demanda, Karlan reclamó el 

pago del diez por ciento del Contrato retenido, aún adeudado, junto a la 

anulación y el pago de la penalidad impuesta de $6,000.00 por el 

supuesto retraso en la entrega de la obra, así como intereses por mora en 

ambas partidas. En la segunda causa de acción, el Apelado alegó 

también que el Municipio procedió dolosamente en el cumplimiento de 

sus obligaciones y solicitó una indemnización de $50,000.00. A su vez, en 

la tercera causa de acción, sostuvo que el Municipio actuó 

temerariamente y solicitó honorarios.  

El 1 de julio de 2013, el Municipio presentó una escueta 

Contestación a Demanda.8 En el escrito judicial, se limitó a enumerar los 

hechos admitidos según planteados por Karlan; así como aquellos que 

negaba y de los que no emitió alegaciones responsivas. Adujo en sus 

defensas que la falta de pago del retenido se debía a las actuaciones 

temerarias del Apelado, al este negarse a someter una declaración 

jurada. Sobre la multa, indicó que las alegaciones de la demanda eran 

insuficientes para derrotar la presunción de que las acciones de los 

funcionarios municipales se presumían correctas, según lo establece la 

Regla 304 de Evidencia.9 Invocó, además, la inmunidad soberana.  

 
7  Apéndice, págs. 108-109. 
8  Apéndice, pág. 46-47. 
9 Regla 304 de Evidencia (14) Los deberes de un cargo han sido cumplidos con 
regularidad; y Regla 304 (31) La ley ha sido acatada. 32 L.P.R.A. Ap. VI, R. 304 (14)(31).  
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El 9 de julio de 2013, el Municipio instó Moción de Sentencia 

Sumaria,10 petición que reiteró en ocasión posterior.11 Por la vía de 

apremio, solicitó la desestimación de la Demanda. Karlan se opuso;12 y el 

Municipio replicó brevemente.13  

El 4 de febrero de 2014, el Tribunal celebró una vista 

argumentativa.14 Conforme se desprende de la Minuta del proceso, el 

Municipio sostuvo que no existía controversia de hechos sustanciales; y 

que la controversia giraba en cuanto al pago del retenido de las 

certificaciones de pago y la penalidad por demora en la entrega de la 

obra. Argumentó que lo único que impedía el pago de la suma retenida 

era la negativa de Karlan en proveer una declaración jurada, en la que 

expresara que no tenía reclamaciones en contra del Apelante, a 

excepción de la causa de autos.  

Por su parte, Karlan expuso que, luego de una serie de 

requerimientos por parte del Municipio, órdenes de cambios de fechas y 

trámites administrativos, finalmente culminó la obra y procedió a realizar 

pruebas para comprobar el funcionamiento adecuado de todo el sistema 

instalado. Una vez entregó el proyecto, fue notificado sobre la imposición 

de la penalidad por un alegado atraso. Indicó que, como consecuencia del 

incumplimiento del contrato y la falta de pago, sufrió daños. 

Celebrada la audiencia del 28 de marzo de 2014, el Municipio 

anunció que Karlan prestó la declaración jurada solicitada por el 

Apelante.15 Entonces, el 25 de agosto de 2014, Karlan desistió de la 

primera causa de acción. En específico, aquella relacionada con la 

reclamación del pago del retenido del diez por ciento del Contrato.16 El 15 

de septiembre de 2014, el Municipio notificó al Tribunal el cumplimiento 

del pago;17 y el TPI se dio por enterado del desistimiento.18  

 
10  Apéndice, págs. 48-53, con anejos a las págs. 54-68. 
11 Apéndice, págs. 209-214.  
12 Apéndice, págs. 69-96, con anejos a las págs. 97-194. 
13 Apéndice, pág. 95. 
14 Apéndice, págs. 196-197. 
15 Apéndice, págs. 198-200. 
16 Apéndice, pág. 203-204. 
17 Apéndice, págs. 205-206. 
18 Apéndice, págs. 207-208. 
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A estos efectos, el Municipio insistió en su petición sumaria, esta 

vez, por las controversias restantes:19 (1) si procede o no dejar sin efecto 

la penalidad por razón de la demora de seis días en la entrega del 

proyecto; y (2) si el Municipio debe compensar en daños a Karlan por 

razón del incumplimiento de sus obligaciones.20 En respuesta, Karlan trajo 

a colación un pronunciamiento de la Hon. Marilyn Mártir Gaya del 2015, 

en el que había expresado lo siguiente:21 

En el caso de autos, la controversia pendiente y/o medular 
lo es si procede la imposición al demandante Karlan Group 
de $6,000.00 por haber entregado el proyecto fuera de[l] 
plazo pactado por culpa de estos o si, por el contrario, el 
atraso se debió a las propias actuaciones del Municipio y, 
por ende, no procede la imposición de multa. Adelantamos 
que esta controversia, por el tipo de trabajo a realizarse y la 
cantidad de documentos y de personas que en él 
intervinieron, es muy dificultoso determinar a cuál de las 
parte[s] se debió el atraso. Es menester ponderar el 
testimonio de al menos aquellas personas claves que 
tuvieron ante s[í] los poderse decisionales en las diferentes 
etapas del proyecto. […]  

 
Posteriormente, el 28 de agosto de 2017, el Hon. Ignacio Morales 

Gómez notificó un dictamen en el que declaró No Ha Lugar la Moción de 

Sentencia Sumaria.22 Determinó probados los siguientes hechos: 

1. EI 16 de agosto de 2010 Karlan y el Municipio otorgaron 
el contrato de obras 2011-474 (en lo sucesivo el Contrato) 
para diseñar y construir un área de lavado (“car wash”) para 
los vehículos del Sistema de Transportación de Carolina (en 
adelante SITRAC). […] 
 
2. La cláusula primera del Contrato establece una penalidad 
de $1,000 por cada día de atraso en la entrega de la obra 
contratada. [...] 
 

«... En la eventualidad de que la Corporación no 
termine los trabajos dentro del tiempo estipulado en 
este [C]ontrato y sus enmiendas, se le descontará la 
suma de mil dólares ($1,000.00) por cada día de 
atraso, por concepto de daños líquidos, de cualquier 
dinero que se le adeude por trabajo ejecutado bajo 
este [C]ontrato...» 

 
3. Las partes acordaron que la obra sería entregada el 6 de 
agosto de 2011. [...] 
 
4. La obra contratada requería que se conectara al sistema 
de distribución de agua y al sistema de alcantarillado 
sanitario existentes. [...] 

 
19 Apéndice, págs. 225-230, con anejos a las págs. 231-249 
20 Apéndice, pág. 227. 
21 Apéndice, págs. 250-253. 
22 Apéndice, págs. 254-262. 
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5. El 5 de abril de 2011, Roberto D. Vallés Álvarez (en 
adelante Vallés Álvarez), Director del Departamento de 
Gerencia de Proyectos del Municipio, le informó por escrito 
a Karlan que el Municipio realizaría la conexión de la obra al 
sistema de agua potable. […] 
 
6. El 16 de mayo de 2011 Karlan le envió una carta a Vallés 
Álvarez advirtiendo que si el Municipio no empezaba las 
conexiones eléctricas y de agua la obra se atrasaría porque 
sin estas no se podían realizar las pruebas de presiones y 
de cargas necesarias para completar la misma. […] 
 
7. El 1 de junio de 2011 Karlan le informó mediante carta a 
Vallés Álvarez que la obra estaba 96% terminada y que no 
se realizarían más labores de construcción en la misma 
hasta que realizaran las conexiones de «agua potable, 
sanitarias y trabajos relacionados». En esta carta se le 
recordó al Municipio que la inspección final de la obra no se 
podía realizar hasta que se concluyeran las conexiones de 
agua y que dichos trabajos estaban bajo el control del 
Municipio. […] 
 
8. El 6 de junio de 2011 Karlan informó mediante carta a 
Vallés Álvarez que la obra estaba substancialmente 
completada en un 96.13% y que la validación del equipo de 
lavado instalado estaba detenida porque no se habían 
terminado las conexiones de agua potable y de las 
descargas sanitarias. Se informó además que Karlan no 
realizaría después del 7 de junio de 2011 más labores de 
construcción hasta que se efectuaran dichas conexiones. En 
esta misiva Karlan enfatizó que para cumplir con el 
calendario de las obras el Municipio debía comenzar 
inmediatamente las labores de infraestructura a su cargo. 
Karlan, anticipando que el retraso en las conexiones 
mencionadas podría a su vez demorar la terminación de la 
obra, también solicitó extender 75 días el término 
contractual para entregar la obra. 
 
9. Para el 8 de junio de 2011 la obra estaba completada en 
un 96%. Sin embargo, no se consideraba substancialmente 
terminada porque no estaba operable debido a que no se 
había conectado el sistema de distribución de agua. [...] 
 
10. El 21 de junio de 2011 Karlan envió una carta a la 
ingeniera Isamí C. Ayala Collazo, entonces Directora 
Interina del Departamento de Gerencia de Proyectos del 
Municipio, informándole que la obra estaba construida en un 
97.88% y recordándole que el Municipio no había 
comenzado las instalaciones de la tubería de agua. En esta 
carta Karlan solicitó reunirse el 15 de junio de 2011 con el 
personal municipal encargado de manejar el proyecto para 
coordinar la terminación de la obra. En esta carta Karlan 
expresó que los trabajos que faltaban no se habían 
completado por factores fuera de su control. [...] 
 
11. El 21 de julio de 2011 el Municipio autorizó a Karlan a 
conectar los equipos de lavado al sistema sanitario. [...]  
 
12. Karlan entregó la obra al Municipio el 12 de agosto de 
2011. Es decir, seis días después de lo acordado por las 
partes en la orden de cambio número tres. [...] 
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13. El Municipio impuso una penalidad de $6,000 a Karlan 
por demorarse 6 días en entregar la obra. 

  
Asimismo, el TPI esbozó las siguientes controversias de hechos a 

dirimir en un juicio en su fondo:23  

1. Si Karlan podía completar la obra, específicamente 
conectar el sistema de lavado a la línea sanitaria, entre el 21 
de julio y el 6 de agosto de 2011 según acordado por las 
partes. Es decir, entre la fecha en que el Municipio autorizó 
efectuar la conexión y la fecha acordada para la entrega de 
la obra.  
 
2. Si las actuaciones del Municipio en el cumplimiento de 
sus obligaciones contractuales demoraron 
injustificadamente que Karlan recobrará el retenido del 
[C]ontrato.  
 
3. Si el Municipio fue temerario en la tramitación de este 
pleito. 
 

 En la misma determinación judicial, el TPI declaró Ha Lugar el 

aviso de desistimiento de Karlan de la primera causa de acción, instado el 

25 de agosto de 2014. Consiguientemente, dictó Sentencia Parcial para 

desestimar, con perjuicio, la causa de acción relacionada con la 

reclamación del diez por ciento del retenido.24 

 El 1 de marzo de 2018, como proceso preparatorio para el juicio, 

los litigantes presentaron el Informe Preliminar entre Abogados.25 

 La vista en su fondo se celebró el 23 de julio de 2018. Amplia 

prueba documental fue presentada por estipulación de las partes. En 

cuanto a la evidencia testifical, únicamente declaró el ingeniero Carlos 

Rivera Burgos, presidente de Karlan. Por el Municipio, compareció el 

señor Roberto Vallés Álvarez, cuyo testimonio el Apelante no utilizó y 

puso a disposición del Apelado. La representación legal de Karlan 

entrevistó al señor Vallés Álvarez y determinó no utilizar su declaración. 

En cuanto al ingeniero Daniel Laboy Santiago, el Municipio previamente 

había renunciado a su testimonio,26 toda vez que este no recordaba los 

hechos, más allá del contenido de los informes de inspección que 

suscribió y que formaban parte de la prueba documental. Ahora, como el 

 
23 Apéndice, pág. 259. 
24 El TPI cumplió con la Regla 42.3 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 42.3.  
25 Apéndice, pág.  
26 Apéndice, pág. 290. 
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testigo no estuvo disponible, el Tribunal aplicó la presunción adversa, 

contemplada en las Reglas de Evidencia.27 

 El 31 de octubre de 2018, el Tribunal notificó la Sentencia apelada. 

A las trece determinaciones fácticas antes citadas, el TPI sumó dieciocho 

enunciados estipulados por los litigantes en el Informe Preliminar de 

Abogados;28 y otras veinte aseveraciones de hechos, según fueron 

admitidos por el Municipio en su Contestación a Demanda.29 En adelante, 

reproducimos las siguientes: 

[…] 
 
25. Karlan propuso un «cambio de orden número 3» al 
[Municipio] en la que solicitaba una extensión de 65 días 
calendario con fecha de entrega de la obra para el 12 de 
agosto de 2011. 
 
26. El [Municipio] no aprobó el «cambio de orden número 3» 
propuesto por Karlan, pero el 12 de mayo de 2012 aprobó 
un «cambio de orden número 3» con fecha de terminación 
de la obra para el 6 de agosto de 2011.30 
 
[…] 
 
41. Mediante la carta suscrita por la Ing. Ayala Collazo se 
propone imponerle a [Karlan] un atraso en la terminación del 
contrato de 6 días naturales a razón de $1,000.00 de multa 
por día de atraso para un total de $6,000.00 y a través de la 
carta del Sr. Vallés Álvare[z] se propuso imponerle a 
[Karlan] un  atraso en la terminación del contrato de 14 días 
naturales a razón de $1,000.00 de multa por día de atraso 
para un total de $14,000.00. […]     
 
[...] 
 
46. El 14 de septiembre de 2012 la Ing. Ayala Collazo, 
Gerente de Infraestructura de[l] [Municipio], le envía a 
[Karlan] la carta-aceptación del proyecto y ese mismo día el 
14 de septiembre de 2012 el Sr. Vallés Álvarez, Director del 
Departamento de Gerencia de Proyectos, suscribió y le 
envió a [Karlan] un documento titulado «ENDOSO». En el 
referido documento se señala, entre otras cosas, lo 
siguiente:   
 

Para la devolución del diez por ciento (10%) retenido 
de este proyecto, deberá tramitar lo siguiente:   
 

• Declaración jurada de no deuda por materiales ni 

mano de obra 

 
27 «Toda evidencia voluntariamente suprimida resultará adversa si se ofreciere». 32 
L.P.R.A. Ap. VI, R. 304 (5). Véase la Transcripción de la Prueba Oral, págs. 6-9. 
28 Apéndice, págs. 270-272. 
29 Apéndice, pág. 46. 
30 Refiérase al Apéndice, págs. 416-462. El documento que obra en autos está fechado 
el 29 de mayo de 2012. 
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• Relevo del Fondo del Seguro del Estado (FSE)  

• Relevo de Oficina de Contribuciones e Ingresos 

Municipales (OCIM)   

• Declaración jurada de que no tiene reclamación 

alguna contra el Municipio en relación a este 

proyecto  

• Formulario de certificación del Contratista (forma 

GMAC-OMPU-111)   

• Resolución Corporativa para 

companies/corporaciones (forma GMAC-OMPU-

180)  

• Evidencia de radicación de informe final del JCA 

[...] 

 
47. El 5 de octubre de 2012 [Karlan] le hizo entrega a[l] 
[Municipio] de una carta y unida a la misma se encontraban 
todos los originales de los documentos contractuales 
requeridos para la devolución del diez por ciento (10%) del 
retenido del proyecto. [Karlan] informó en su carta  que no 
había inclu[i]do la declaración jurada solicitada de que no 
tenía reclamación alguna en contra de[l] [Municipio] en torno 
al proyecto, debido a que: a) dicha declaración jurada no es 
un documento exigido por el contrato de construcción para 
la liquidación del contrato y la devolución del diez por ciento 
(10%) del retenido y b) Karlan le ha informado al [Municipio] 
tanto verbalmente como por escrito que no está de acuerdo 
con la multa de $6,000.00 impuesta y que una vez cobre el 
retenido del proyecto se propone cuestionar judicialmente la 
multa impuesta por [el Municipio]. [...] 
 
48. El 5 de noviembre de 2012 el Ing. Daniel Laboy, de la 
Oficina de Inspección contratada por el [Municipio], le 
notifica por escrito a [Karlan] con copia de una carta fechada 
[el] 29 de octubre de 2012 del Sr. Vallés Álvarez, Director 
del Departamento de Gerencia de Proyectos del [Municipio], 
y en el cual se rechazan los documentos de Karlan para la 
devolución del diez [por ciento] (10%) del retenido debido a 
que no sometió la declaración jurada de que no tenía 
reclamación alguna en contra de[l] [Municipio] por concepto 
del proyecto. [...] 
 
[...] 
 
50. El 9 de noviembre de 2012 el Ing. Daniel Laboy, de la 
Oficina de Inspección contratada por el [Municipio], le envía 
un memorando a [Karlan] y unido al mismo se incluye una 
carta del Sr. Vallés Álvarez, Director del Departamento de  
Gerencia de Proyectos del [Municipio], donde ahora y por 
primera vez se le exige y requiere a Karlan que realice un 
análisis ambiental sobre el efecto del proyecto sobre el 
ambiente para cumplir con lo establecido por la National 
Environmental Policy Act (NEPA). [...] 
 
51. Mediante carta del 4 de diciembre de 2012 suscrita por 
el representante de Karlan y dirigida vía fax al Sr. Vallés 
Álvarez, Director del Departamento de Gerencia de 
Proyectos del [Municipio], al lng. Laboy de la Oficina de 
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Inspección contratada por el [Municipio] y a la Ing. Ayala 
Collazo, Gerente de Infraestructura del [Municipio], se le 
informa que el requerimiento de que Karlan realice un 
análisis de justicia ambiental para cumplir con NEPA denota 
un craso y grave desconocimiento de las disposiciones de la 
ley federal NEPA y de las disposiciones reglamentarias del 
Federal Transportation Administration (FTA). 
Específicamente se señaló en la carta de Karlan lo 
siguiente: a) NEPA aplica únicamente a los «recipientes» de 
fondos federales y Karlan no es un «recipiente» de fondos 
federales b) cualquier análisis de impacto ambiental de un 
proyecto hay que realizarlo previo a que se inicie el proyecto 
y en nuestro caso el proyecto fue terminado por Karlan hace 
más de un año y medio c) NEPA expresamente prohíbe que 
un contratista seleccionado para construir un proyecto 
realice el análisis ambiental del efecto del proyecto en el 
ambiente y d) la reglamentación del  FTA expresamente 
excluye a los contratistas de su cumplimiento. [...] 
 
Al justipreciar los hechos consignados, el Tribunal declaró Ha 

Lugar la Demanda. En consecuencia, condenó al Municipio a pagar a 

favor de Karlan las siguientes cuantías: (1) $6,000.00 e intereses por 

mora al tipo de 5.75% desde el 1 de septiembre de 2011; (2) una partida 

de intereses por mora sobre el monto del retenido del Contrato, a razón 

de 5.75% desde el 1 de septiembre de 2011 hasta el 8 de julio de 2014, 

fecha en que el Municipio satisfizo la acreencia y conllevó el desistimiento 

de esta causa; y (3) $15,000.00 por concepto de temeridad. 

Inconforme con el dictamen, el 27 de diciembre de 2018, el 

Municipio acudió ante este foro revisor y señaló los siguientes errores: 

Primer error: Error en la apreciación de la prueba, en torno a 
mora del Municipio en el pago de la última certificación de 
Karlan, Núm. 5 y consecuente imposición de pago de 
interés. 
 
Segundo error: Error en la apreciación de la prueba, en 
torno a demora en la entrega de la obra y la consecuente 
imposición al Municipio de [la] obligación de devolver a 
Karlan, con intereses, el importe de la penalidad impuesta. 
 
Tercer error: Error en imponer condena de honorarios de 
abogado e intereses sobre la sentencia, al demandado, uno 
de los municipios de Puerto Rico. 
 
El 25 de enero de 2019, Karlan presentó Alegato en Oposición a 

Recurso de Apelación. Por su parte, el Municipio sometió la Transcripción 

de la Prueba Oral el 15 de marzo de 2019. Posteriormente, el 11 de abril 

y el 10 de mayo de 2019, los litigantes presentaron sendos alegatos 

suplementarios. Con el beneficio de sus posturas, resolvemos. 
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II. 

A. Elementos en la contratación municipal  

Es norma asentada que la validez de los contratos suscritos por los 

ayuntamientos tiene que determinarse según las disposiciones 

pertinentes de la entonces vigente Ley de Municipios Autónomos, 21 

L.P.R.A. sec. 4001.31 Las normas generales sobre obligaciones y 

contratos contenidas en el Código Civil de 1930 aplican supletoriamente. 

Landfill Technologies v. Mun. Lares, 187 D.P.R. 794, 800 (2013), que cita 

con aprobación a ALCO Corp. v. Mun. de Toa Alta, 183 D.P.R. 530, 537 

(2011); Johnson & Johnson v. Mun. de San Juan, 172 D.P.R. 840, 854-

855 (2007); Mun. de Ponce v. A.C. et al., 153 D.P.R. 1, 31 (2000). Por lo 

dicho, los municipios están obligados al cumplimiento de «todo 

compromiso contraído legalmente válido que esté representado por […] 

contrato o documento similar, pendiente de pago, debidamente firmado y 

autorizado por los funcionarios competentes para gravar las asignaciones 

y que es o puede convertirse en deuda exigible». 21 L.P.R.A. sec. 4001 

(v).  

Como es sabido, en Puerto Rico rige el principio de la libertad de 

contratación. Este principio reconoce la autonomía de los contratantes y 

permite que estos establezcan toda clase de pactos, cláusulas y 

condiciones, siempre y cuando no sean contrarias a las leyes, a la moral, 

ni al orden público. Art. 1207 del Cód. Civil de PR 1930, 31 L.P.R.A. sec. 

3372;32 Guadalupe Solís v. González Durieux, 172 D.P.R. 676, 683 

(2007). Así, los contratantes pueden pactar, entre otras cosas, una 

cláusula penal como una convención accesoria a una obligación principal, 

mediante la cual se promete realizar una prestación, en el caso en que 

una de las partes no cumpla o cumpla mal lo prometido. Arts. 1106-1109 

del Cód. Civil de PR 1930, 31 L.P.R.A. secs. 3131-3134; Coop. Sabanera 

v. Casiano Rivera, 184 D.P.R. 169, 175 (2011). Este tipo de disposición 

 
31 Actualmente rige el Código Municipal 2020, Ley Núm. 104 del 14 de agosto de 2020. 
32 El Código Civil de Puerto Rico de 1930 era la normativa vigente al tiempo de los 
hechos del caso de epígrafe. En el presente, la ley es el Código Civil 2020, Ley Núm. 55 
del 1 de junio de 2020. 
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contractual tiene el fin de asegurar el cumplimiento de una obligación y 

evaluar por anticipado los perjuicios que habría de ocasionar al acreedor 

el incumplimiento de la obligación. Ello redunda en la ausencia de tener 

que probar los daños que sufrió el acreedor por el incumplimiento de la 

obligación. Coop. Sabanera v. Casiano Rivera, supra. 

Por otro lado, el ordenamiento jurídico establece que los 

contratantes no solamente se obligan a lo pactado, sino también a toda 

consecuencia que sea conforme a la buena fe, al uso y a la ley. Art. 1210 

del Cód. Civil de PR 1930, 31 L.P.R.A. sec. 3375; Collazo Vázquez v. 

Huertas Infante, 171 D.P.R. 84, 103 (2007). La obligación de cumplir 

con los acuerdos asumidos se funda en el principio de la buena fe, el 

cual exige no defraudar la confianza que otro ha puesto en una 

promesa o conducta. Unisys v. Ramallo Brothers, 128 D.P.R. 842, 850 

(1991). El Tribunal Supremo ha resuelto que todo incumplimiento 

contractual que ocasione daños genera una causa de acción ex contractu 

para su resarcimiento.  Constructora Bauzá, Inc. v. García López, 129 

D.P.R. 579, 593 (1991). En este tipo de acción de daños contractuales, 

debe converger una acción u omisión voluntaria por la cual resulte 

incumplida una obligación anteriormente constituida. Álvarez v. Rivera, 

165 D.P.R. 1, 18 (2005). Es decir, «[…] tiene que haber existido un 

acuerdo de voluntades que genere una obligación, situación o un 

estado de derecho producto de un convenio, que haya creado unas 

expectativas a base de las cuales actuaron las partes». (Énfasis 

nuestro).  Soc. de Gananciales v. Vélez & Asoc., 145 D.P.R. 508, 522 

(1998). 

Con relación al daño contractual, el Artículo 1054 del hoy derogado 

Código Civil de 1930, pero vigente a los hechos que nos atañen,33 

establecía que quien, en el cumplimiento de sus obligaciones 

contractuales, incurre en dolo, negligencia o morosidad o de alguna 

manera contraviene las mismas, tiene la responsabilidad de indemnizar 

 
33  El 1 de junio de 2020 se aprobó el Código Civil de 2020, vigente al 28 de noviembre 
siguiente. 
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los daños y perjuicios causados. Art. 1054 del Cód. Civil de PR 1930, 31 

L.P.R.A. sec. 3018. Para que prospere una reclamación en daños 

contractuales, es necesario que el daño sufrido surja 

exclusivamente como consecuencia del incumplimiento de una 

obligación pactada anteriormente, daño que no hubiese ocurrido sin 

la existencia del contrato. Maderas Tratadas v. Sun Alliance Ins. Co., 

185 D.P.R. 880, 909-910 (2012).  

Además, el Artículo 1059 del Código Civil de 1930 disponía que 

«[l]a indemnización de daños y perjuicios comprende no sólo el valor de la 

pérdida que haya sufrido, sino también el de la ganancia que haya dejado 

de obtener el acreedor […]». Art. 1059 del Cód. Civil de PR 1930, 31 

L.P.R.A. sec. 3023. En torno a lo anterior, el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico explicó que el Artículo 1059, supra, atiende dos tipos de daños: el 

daño positivo o emergente y el daño negativo o lucro cesante. El primero 

se refiere a la compensación de la persona que ha sido privada de lo que 

ya tenía. El segundo provee resarcimiento cuando se impide a una 

persona aprovecharse de lo que le hubiera correspondido. El Coquí 

Landfill, Inc., v. Mun. De Gurabo, 186 D.P.R. 688, 696-698 (2012).  

En cuanto al resarcimiento por las angustias mentales por 

incumplimiento contractual, nuestro Alto Foro ha resuelto que, por lo 

general, este no procede, a menos que se hubiera podido prever al 

tiempo de constituirse la obligación y fuera consecuencia necesaria de la 

falta de cumplimiento del contrato. Muñiz-Olivari v. Stiefel Labs., 174 

D.P.R. 813, 819 (2008). Ahora bien, como en todo reclamo de 

indemnización por angustias mentales, el promovente tiene el peso de 

la prueba para evidenciar que se trata de sufrimientos 

y angustias mentales profundas y no de una pena pasajera. Así pues, 

se debe demostrar que el reclamante quedó realmente afectado en 

su bienestar, salud y felicidad. Rivera v. S.L.G. Díaz, 165 D.P.R. 408, 

432 (2005). 

Nuestro ordenamiento disponía también que, si la parte 
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incumplidora actuó mediando buena fe, procederán los daños por 

aquellas situaciones que se pudieron prever al momento en que se otorgó 

el contrato y que sean resultado del incumplimiento. Sin embargo, si 

medió dolo en el incumplimiento, procederá la indemnización por todos 

los daños que conocidamente se deriven del incumplimiento del contrato. 

Art. 1060 del Cód. Civil de PR 1930, 31 L.P.R.A. sec. 3024.  Claro está, 

es imperativo recalcar que, en este tipo de causa, quien reclama 

daños por incumplimiento del contrato tiene el peso evidenciario. 

Mas es doctrina establecida que para que la acción en 
reclamación de daños y perjuicios por incumplimiento 
de contrato pueda prosperar, no basta con que el actor 
demuestre el incumplimiento de la obligación por el 
deudor, sino que precisa además que pruebe la 
existencia real y positiva de los daños causados, ‘pues 
de no ser así perdería la indemnización su natural carácter, 
adquiriendo el de sanción penal, concepto muy diferente al 
contenido en el [Artículo 1054 del Código Civil de 1930]; sin 
que el incumplimiento implique de por sí dicha 
existencia de perjuicios, al efecto de relevar de la 
prueba de los mismos por ser imprescindible la de los 
dos hechos, o sea, el incumplimiento y el daño’. (Énfasis 
nuestro y citas omitidas). Pérez v. Sampedro, 86 D.P.R. 
526, 530-531 (1962).34  
 

B. Intereses por mora, intereses legales y honorarios de abogado 

El Artículo 1061 del Código Civil de 1930 disponía para la 

imposición de intereses por mora: 

Si la obligación consistiere en el pago de una cantidad 
de dinero y el deudor incurriere en mora, la 
indemnización de daños y perjuicios, no habiendo pacto 
en contrario, consistirá en el pago de los intereses 
convenidos, y a falta de convenio, en el interés legal. 
 
Mientras que no se fije otro por el Gobierno se considerará 
como legal el interés del seis por ciento (6%) al año. 
(Énfasis nuestro). Art. 1061 del Cód. Civil de PR 1930, 31 
L.P.R.A. sec. 3025. 

 
Incurren en mora los obligados a entregar o hacer alguna cosa 

desde que el acreedor les exija judicial o extrajudicialmente el 

cumplimiento de su obligación. Art. 1053 del Cód. Civil de PR 1930, 31 

L.P.R.A. sec. 3017; Rodríguez Sanabria v. Soler Vargas, 135 D.P.R. 779, 

783 (1994). La disposición anterior añadía que no será necesaria la 

 
34 Véanse, además, Neca Mortg. Corp. v. A & W Dev. S.E., 137 DPR 860 (1994) y Colón 
v. Promo Motor Imports, Inc., 144 D.P.R. 659 (1997). 
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intimación del acreedor cuando la obligación o la ley así lo declaren y 

cuando de la naturaleza y circunstancias resulte la designación de la 

época en que había de entregarse la cosa o hacerse el servicio. 31 

L.P.R.A. sec. 3017. En fin, para que exista mora por parte del deudor es 

necesario que se trate de una obligación positiva de dar o hacer, que la 

obligación sea exigible y líquida y esté vencida, que el deudor retarde 

culpablemente el cumplimiento de su obligación y que el acreedor 

requiera el pago al deudor ya sea judicial o extrajudicialmente. J. Castán 

Tobeñas, Derecho Civil Español, Común y Foral, 16ta ed., Madrid, Ed. 

Reus S.A., 1992, Tomo III, págs. 238-240. 

Ahora bien, el concepto de interés por mora es distinguible del 

concepto de interés legal postsentencia contenido en la Regla 44.3 (a) de 

Procedimiento Civil, la cual reza como sigue: 

Regla 44.3 Interés legal 
 

(a) Se incluirán intereses al tipo que fije por reglamento 
la Junta Financiera de la Oficina del Comisionado de 
Instituciones Financieras, y que esté en vigor al momento 
de dictarse la sentencia, en toda sentencia que ordena el 
pago de dinero, a computarse sobre la cuantía de la 
sentencia desde la fecha en que se dictó la sentencia y 
hasta que esta sea satisfecha […]. (Énfasis nuestro). 32 
L.P.R.A. Ap. V, R. 44.3. 

 
Los intereses legales postsentencia del inciso (a) de la Regla 44.3 

forman parte automática del dictamen. Se devengan a partir de la fecha 

en que este se dicta hasta su saldo completo. El propósito de esta norma 

es promover que el deudor de una sentencia cumpla con prontitud sus 

términos. El interés legal postsentencia puede ser recobrado aun cuando 

no se mencione, porque proceden como cuestión de ley. Rivera v. 

Crescioni, supra, pág. 55, que cita a Padilla v. Vidal, 71 D.P.R. 517, 527 

(1950). En lo atinente al caso de autos, el Tribunal Supremo ha opinado 

que el interés legal no es contrario a la doctrina de inmunidad 

soberana, por lo que el Estado y sus instrumentalidades responden 

de estos intereses como cualquier litigante. Montañez López v. 

U.P.R., 156 D.P.R. 392, 425-426 (2002); Municipio de Mayagüez v. 

Rivera, 113 D.P.R. 467, 470-471 (1982). 
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A diferencia del interés legal postsentencia, los intereses por mora 

no constituyen parte integral e inseparable de la obligación principal, sino 

que son considerados como una indemnización independiente de 

daños y perjuicios, impuesta como penalidad por la demora en el 

pago, lo que constituye un derecho personal del acreedor, que puede 

ser renunciado por este. Rivera v. Crescioni, 77 D.P.R. 47, 55-56 (1954); 

Padilla v. Vidal, 71 D.P.R. 517, 527 (1950).  

Asimismo, cabe señalar que las normas procesales de la litigación 

civil contemplan la imposición de un interés legal presentencia a la parte 

que haya procedido con temeridad, en los casos de cobro de dinero y en 

los de daños y perjuicios. Este tipo de sanción excluye al Estado, 

municipios e instrumentalidades. Véase, 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 44.3 (b).35 

De otro lado, las Reglas de Procedimiento Civil proveen para la concesión 

de honorarios de abogado a la parte que prevalece en todo tipo de causa, 

que haya enfrentado a un litigante que ha procedido con temeridad o 

frivolidad en el proceso. R. Hernández Colón, Práctica jurídica de Puerto 

Rico: Derecho procesal civil, 5ta ed., LexisNexis, 2010, pág. 390. De este 

modo, la imposición de honorarios de abogado procede en derecho 

cuando una parte ha actuado con temeridad o frivolidad. Torres Vélez 

v. Soto Hernández, 189 D.P.R. 972, 993 (2013).  

Sobre el particular, la Regla 44.1 (d) de Procedimiento Civil 

estatuye lo siguiente: 

(d) Honorarios de abogado. En caso que cualquier parte o 
su abogado o abogada haya procedido con temeridad o 
frivolidad, el tribunal deberá imponerle en su sentencia al 
responsable el pago de una suma por concepto 
de honorarios de abogado que el tribunal entienda 
correspondan a tal conducta. En caso que el Estado Libre 
Asociado de Puerto Rico, sus municipios, agencias o 
instrumentalidades haya procedido con temeridad o 
frivolidad, el tribunal deberá imponerle en su sentencia 

 
35 El inciso (b) de la Regla 44.3 de Procedimiento Civil establece: «El tribunal también 
impondrá a la parte que haya procedido con temeridad el pago de interés al tipo que 
haya fijado la Junta en virtud del inciso (a) de esta regla y que esté en vigor al momento 
de dictarse la sentencia desde que haya surgido la causa de acción en todo caso de 
cobro de dinero y desde la presentación de la demanda, en caso de daños y 
perjuicios, y hasta la fecha en que se dicte sentencia a computarse sobre la cuantía de 
la sentencia, excepto cuando la parte demandada sea el Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico, sus municipios, agencias, instrumentalidades o funcionarios(as) en 
su carácter oficial. El tipo de interés se hará constar en la sentencia. (Énfasis nuestro). 
32 L.P.R.A. Ap. V, R. 44.3 (b).  
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una suma por concepto de honorarios de abogado, 
excepto en los casos en que esté expresamente exento por 
ley del pago de honorarios de abogado. (Énfasis nuestro). 
32 LPRA Ap. V, R. 44.1 (d). 
 
A pesar de que la citada Regla no define en qué consiste una 

conducta temeraria, la jurisprudencia ha establecido que es temerario 

quien promueve un pleito frívolo, o provoca uno que se pudo evitar, 

o lo prolonga indebidamente, obligando a la otra parte a incurrir en 

gastos innecesarios. Marrero Rosado v. Marrero Rosado, 178 D.P.R. 

476, 504 (2010); Colón Santos v. Coop. Seg. Mult. P.R., 173 D.P.R. 170, 

188 (2008); P.R. Oil v. Dayco, 164 D.P.R. 486, 511 (2005); Domínguez v. 

GA Life, 157 D.P.R. 690, 706 (2002). Así, la penalidad que se impone por 

conducta temeraria tiene por fin «disuadir la litigación frívola y fomentar 

las transacciones mediante sanciones que compensen a la parte 

victoriosa los perjuicios económicos y las molestias producto de 

la temeridad de la otra parte». Marrero Rosado v. Marrero Rosado, supra, 

pág. 505. También se ha indicado que el propósito de la imposición 

de honorarios de abogado es penalizar a la parte que por su 

«terquedad, obstinación, contumacia e insistencia en una actitud 

desprovista de fundamentos, obliga a la otra parte, 

innecesariamente, a asumir las molestias, gastos, trabajo e 

inconvenientes de un pleito». (Énfasis nuestro). C.O.P.R. v. S.P.U., 181 

D.P.R. 299, 342 (2011).  

Acerca de la imposición de honorarios de abogado al Estado, a 

diferencia de lo estatuido sobre los intereses legales presentencia, la 

Regla 44.1 (d), supra, establece palmariamente que cuando el Estado, 

sus municipios, agencias o instrumentalidades actúen con temeridad o 

frivolidad, estarán sujetos al pago de honorarios de abogado, a menos 

que una ley los exima de ello. En el Informe de Reglas de Procedimiento 

Civil, emitido por el Secretariado de la Conferencia Judicial y Notarial del 

Tribunal Supremo (diciembre 2007), se aclara que «[e]sta enmienda 

guarda relación con la Regla 44.3 (b) y con el Artículo 8 de la Ley de 
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Reclamaciones y Demandas contra el Estado.36 En ese contexto, la 

jurisprudencia ha interpretado que en los casos de cobro de dinero y 

daños y perjuicios no procede la imposición de honorarios de abogado 

por temeridad contra el Estado ni contra los municipios, y que dicha 

prohibición sólo aplica a esos casos». (Énfasis nuestro). Id., págs. 

530-531. Idéntica postura asumió el tratadista José Cuevas Segarra en 

torno a la Regla 44.1 (d), supra: 

[E]l inciso (d) de esta regla se enmendó para aclarar que 
cuando el Estado Libre Asociado de Puerto Rico, sus 
municipios, agencias, instrumentalidades actúan con 
temeridad, frivolidad, al igual que cualquier otra parte, 
podrán estar sujetos al pago de honorarios de abogado 
siempre y cuando una ley no la exima de ello. De manera 
que esta regla abre el campo para la imposición de tales 
honorarios en otras reclamaciones no cubiertas o que 
les aplique la inmunidad del Artículo 8 de la Ley 104, o 
la de la Ley de Municipios Autónomos, más allá de los 
casos tradicionales de daños y perjuicios y/o de cobro 
de dinero, a los cuales tradicionalmente se les ha hecho 
extensiva la inmunidad. Ciertamente que la inmunidad 
no sería extensiva a reclamaciones contractuales o 
aquellas de «expropiación a la inversa» y otras de 
naturaleza constitucional o cuando el Estado o el Municipio 
sean la parte demandante. (Énfasis nuestro). J. Cuevas 
Segarra, Tratado de Derecho Procesal Civil, T. IV, Pubs. 
San Juan, 2011, pág. 1317. 
 
Así, de conformidad con la jurisprudencia, en los casos de cobro 

de dinero y en los de daños y perjuicios no procede la imposición de 

honorarios de abogado por temeridad contra el Estado ni contra los 

municipios, pero dicha prohibición no aplica en otro tipo de casos, como 

los derivados del incumplimiento contractual. Véase Ortiz v. Mun. de 

Lajas, 153 D.P.R. 744, 755-757 (2001) y Colondres Vélez v. Bayrón 

Vélez, 114 D.P.R. 833, 838-843 (1983). Cónsono con lo anterior, el 

tratadista Rafael Hernández Colón expresó que «[a]l Estado no debe 

exceptuársele en ningún caso del pago de honorarios de abogado 

dado que ello fomenta una actitud litigiosa contraria a la economía 

procesal. A las corporaciones públicas y a los municipios bajo ciertas 

circunstancias se les puede condenar al pago de honorarios de 

abogado». (Énfasis nuestro). Hernández Colón, supra, pág. 392. En 

 
36 Ley Núm. 104 del 29 de junio de 1955, 32 L.P.R.A. sec. 3083. 
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cuanto a los municipios en particular, el Artículo 15.005 de la Ley de 

Municipios Autónomos, prevaleciente al tiempo de los hechos que nos 

atañen, proscribía la condena por el pago de intereses presentencia, 

daños punitivos y honorarios de abogado en los casos de daños y 

perjuicios personales o a la propiedad, al amparo del Artículo 1802 del 

Código Civil de 1930, regulados en el Artículo 15.003. 21 L.P.R.A. secs. 

4703 y 4705. 

Finalmente, se sabe que la determinación de si una parte obró 

con temeridad descansa en la sana discreción del juzgador. P.R. Oil 

v. Dayco, supra, pág. 511. Dicha determinación no será revisada por los 

foros apelativos, a menos que se demuestre abuso de 

discreción. Jarra Corp. v. Axxis Corp. 155 D.P.R. 764, 779 (2001). 

Determinada la existencia de temeridad, el tribunal deberá tomar en 

cuenta una serie de factores para poder calcular la cantidad que 

concederá, a saber: «(1) el grado de temeridad; (2) el trabajo realizado; 

(3) la duración y naturaleza del litigio; (4) la cuantía involucrada, y (5) el 

nivel profesional de los abogados». C.O.P.R. v. S.P.U., supra, págs. 342-

343. 

III. 

Esbozada la doctrina jurídica aplicable, procedemos a discutir cada 

uno de los señalamientos de error. 

A. Primer Error 

Erró en la apreciación de la prueba, en torno a mora del 
Municipio en el pago de la última certificación de Karlan 
y consecuente imposición de pago de interés. 

 
(i) 

Como parte de su primera causa de acción en la Demanda, Karlan 

reclamó el pago del retenido e intereses por mora. Alegó que el Municipio 

le exigió documentos que no se requerían contractualmente. El Tribunal le 

dio la razón y ordenó el pago de intereses por mora al 5.75%, pagaderos 

desde el 1 de septiembre de 2011 hasta el 8 de julio de 2014, fecha en 

que el Municipio finalmente desembolsó el retenido a favor de Karlan, 
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luego de un acuerdo extrajudicial entre las partes. Por las razones 

que expondremos, es nuestro criterio que dicha partida no procede. 

Veamos. 

Según se desprende de la cláusula trigésima sexta del Contrato, 

Karlan se obligó «a entregar todos los documentos relacionados con 

este contrato que le [fueran] requeridos por el “Municipio”, al 

término de su vigencia».37 (Énfasis nuestro). En la cláusula segunda del 

acuerdo, como condición previa a la certificación final y entrega del diez 

por ciento de retenido, se nombran, por ejemplo, la evidencia del pago a 

los subcontratados y suplidores, los permisos de uso y la evidencia de 

que ha sido relevado de toda obligación como patrono. Es razonable 

colegir que, tratándose de un contrato de obra gubernamental, sobre el 

cual suelen incidir diferentes estatutos y reglamentaciones, no puede 

considerarse la segunda cláusula del Contrato de forma exhaustiva, sino 

como una muestra de cuáles documentos serían indispensables al 

término de la contratación. De otra manera, la cláusula trigésima sexta 

sería inoficiosa. 

Como se ha reseñado, mediante una misiva emitida por el 

Municipio el 14 de septiembre de 2012, el Apelante reconoció que la 

obra estaba cien por ciento culminada, las deficiencias fueron corregidas 

y la misma fue inspeccionada de manera final.38 Según el Endoso que 

acompañó la comunicación, la devolución del diez por ciento retenido 

estaba sujeta a la entrega de siete documentos:39 declaración jurada en la 

que se aseverara la ausencia de deudas por materiales o mano de obra; 

relevo del Fondo del Seguro del Estado; relevo de la Oficina de 

Contribuciones e Ingresos Municipales, formulario de certificación del 

contratista, resolución corporativa; y evidencia de la radicación del 

informe final de la Junta de Calidad Ambiental. Según Karlan, este último 

requerimiento no procedía, ya que el proyecto fue excluido 

categóricamente. Además, el Municipio peticionó una declaración jurada 

 
37  Apéndice, pág. 64. 
38 Apéndice, pág. 139. 
39 Apéndice, pág. 141. 
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en la que Karlan afirmara que no tenía «reclamación alguna contra el 

Municipio de Carolina en relación a este proyecto».40  

El 5 de octubre de 2012, Karlan entregó los documentos 

solicitados, salvo la referida declaración jurada, porque –en efecto– 

explicó que tenía una reclamación en contra del Municipio, con 

respecto a la penalidad de $6,000.00 impuesta.41 Según dispone la 

trigésima novena cláusula contractual, «toda controversia que pudiere 

surgir sobre los términos y condiciones del Contrato deberá ser sometida 

para su consideración y resolución ante el Tribunal competente». Es 

decir, el Municipio, a pesar de reconocer contractualmente el derecho del 

Apelado a dirimir en corte las controversias surgidas, como condición al 

pago del retenido, le exigió un relevo total de responsabilidad. Condición 

que Karlan rechazó, para no perjudicar su reclamo futuro sobre la 

penalidad contractual.  

Somos del parecer que, a pesar de que el Contrato facultaba al 

Municipio para requerir este tipo de documento, en este caso, no procedía 

solicitárselo a Karlan, pues el Apelado advirtió al Municipio sobre su 

intención de reclamar la penalidad de $6,000.00 impuesta, mediante el 

ejercicio del derecho de la trigésima novena cláusula.42 Sin embargo, al 3 

de diciembre de 2012, el Municipio continuaba insistiendo en la entrega 

de la aludida declaración jurada.43 

Trabada así la controversia entre las partes, el 8 de enero de 2013, 

Karlan incoó la Demanda de epígrafe. En su reclamación civil, como parte 

de su primera causa de acción, Karlan reclamó el desembolso del 

retenido adeudado, más los intereses por mora.44 De hecho, instado el 

pleito por más de un año, durante la vista argumentativa celebrada el 4 de 

febrero de 2014, surgió de la Minuta que el reclamo de Karlan por el 

 
40 Apéndice, pág. 140. 
41 Apéndice, págs. 141-142. 
42 Surge del expediente que, el 12 de noviembre de 2012, Karlan cursó una 
comunicación por conducto de su representación legal, en la que advirtió sobre su 
derecho a reclamar y reiteró que «produjo todos los documentos requeridos en el 
ENDOSO con la excepción de la declaración jurada…». (Énfasis nuestro). Apéndice, 
pág. 145-147. 
43 Apéndice, pág. 148. 
44 Apéndice, págs. 43-44, acápites 69-71. 
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retenido todavía no había sido satisfecho debido a su alegada negativa en 

proveer la declaración jurada, según requerida por el Apelante, 

«indicando que no [tenía] reclamaciones en contra del [M]unicipio a 

excepción de este pleito».45 (Énfasis nuestro). Es notable que, iniciado 

el litigio, la solicitud de relevo de responsabilidad que solicitaba el 

Municipio a través de la declaración jurada cambió de una total a una 

parcial, puesto que contempló excluir la presente causa.  

Ante este nuevo escenario, al día siguiente de la audiencia, el 5 de 

febrero de 2014, Karlan prestó la declaración jurada. El 28 de marzo 

de 2014, el Municipio informó el hecho al Tribunal.46 Bajo juramento, entre 

otras cosas, Karlan enunció que «no tiene deudas vencidas con el 

[Municipio] ni reclamaciones en su contra, a excepción de las 

reclamaciones que se formularon en contra del [Municipio] en el 

procedimiento judicial radicado el 8 de enero de 2013 ante el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de Carolina y al cual se le asignó el 

número de caso: FAC2013-0076 de la Sala 406».47 (Énfasis nuestro). 

Es un hecho probado que el 8 de julio de 2014, el Apelado recibió 

el pago del retenido. Posteriormente, el 25 de agosto de 2014, Karlan 

presentó un aviso de desistimiento de parte de la primera causa de 

acción de la Demanda.48 

[…] 
 
2. La parte demandante Karlan le informa a este Honorable 
Tribunal que el pasado 8 de julio de 2014 la parte 
demandada [Municipio] le pagó [a] la parte demandante 
Karlan la suma de $51,643.58 que representa el monto del 
diez por ciento (10%) del retenido del [C]ontrato de 
[C]onstrucción suscrito entre las partes. 
 
3. En su consecuencia, la parte demandante Karlan 
desiste de la primera causa de acción contenida en la 
demanda de epígrafe y que giraba en torno al cobro de 
dinero por el monto del diez por ciento (10%) del 
retenido del [C]ontrato de [C]onstrucción suscrito entre 
las partes. 
 
POR TODO LO CUAL, la parte demandante Karlan muy 
respetuosamente le solicita a este Honorable Tribunal que 

 
45 Apéndice, pág. 196. 
46 Apéndice, págs. 198-200. 
47 Apéndice, pág. 199, acápite 7. 
48 Apéndice, págs. 203-204. 
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tome conocimiento del contenido de esta moción y, en 
adición, que tenga por desistida a la parte demandante 
de aquella causa de acción en la que reclamaba en 
contra de la parte demandada [Municipio] el cobro de 
dinero por el monto del diez por ciento (10%) del 
[C]ontrato de [C]onstrucción suscrito entre las partes. 
(Énfasis nuestro). 
 
Por su parte, el 15 de septiembre de 2014, el Municipio presentó al 

TPI una Notificación de Cumplimiento, acompañada de las copias de dos 

cheques a favor de Karlan, los cuales totalizaron la suma de 

$51,643.58.49 El Municipio acotó: 

1. En este caso estaba pendiente, entre otros asuntos, y por 
acuerdo entre las partes, a que el Municipio 
desembolsara al demandante, Karlan Group, Inc., los 
dineros retenidos de las certificaciones para pago 
presentadas en el curso de las obras públicas a que se 
refieren las alegaciones de la demanda.  
 
2. Este desembolso se había detenido pendiente a que 
el demandante presentara la declaración jurada 
respecto de pagos a suplidores y de reclamaciones 
pendientes que le requería el Municipio como condición 
a este desembolso. Prestada la declaración con 
posterioridad a la demanda, el Municipio ha procedido 
al pago de estas cantidades mediante dos cheques del 
«Gobierno Municipal de Carolina» a favor de «Karlan Group, 
Inc.» por $35,000.00 y $16,643.58, en total $51,643.58.   
 
[3]. Una vez satisfecha la reclamación referente al 
retenido, sólo esta e el caso [sic] la controversia relativa a 
la penalidad impuesta a la demandante por demora en la 
terminación de la obra. 
 
[4]. Por último, debe el Municipio disculparse con el 
Tribunal por la demora habida en cumplir los acuerdos, 
no obstante, las mejores intenciones al respecto. La parte 
demandante comunica que próximamente expresará al 
Tribunal su posición en el caso tras el desembolso habido.  
 
Por lo que se solicita del Tribunal tome conocimiento de lo 
informado y dé por cumplido el compromiso al que se 
refiere. (Énfasis nuestro). 

 
En respuesta, el 30 de septiembre de 2014, el TPI, por voz de la 

Hon. Marilyn Mártir Gayá, dictó una Orden en la que decretó: Enterado. 

Se entiende desistida tal reclamación (Primera causa de acción). […] 

(Énfasis nuestro). En fecha posterior, el 28 de agosto de 2017, bajo la 

pluma del Hon. Ignacio Morales Gómez, el Tribunal notificó una Sentencia 

Parcial, Resolución y Orden. Mediante la Sentencia Parcial –final y firme 

 
49 Apéndice, págs. 205-206. 
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al tiempo de la celebración del juicio– al amparo de la Regla 39.1 (a) (2) 

de Procedimiento Civil, el Tribunal declaró «ha lugar la solicitud que 

presentó Karlan el 25 de agosto de 2014 para desistir con perjuicio 

de la causa de acción relacionada con el cobro del 10% del dinero 

que retuvo el Municipio sobre la totalidad del [C]ontrato».50 (Énfasis 

nuestro). En su parte pertinente, la referida norma procesal establece que 

se podrá desistir «mediante la presentación de una estipulación de 

desistimiento firmada por todas las partes que hayan comparecido en el 

pleito». (Énfasis nuestro). 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 39.1 (a) (2). 

Es sabido que la transacción es un acuerdo mediante el cual «las 

partes dan, prometen o retienen cada una alguna cosa para evitar un 

pleito o poner término a uno que ya comenzó». Negrón Vélez v. ACT, 196 

D.P.R. 489, 504 (2016). El acuerdo contractual implica «la existencia de 

una controversia entre dos o más personas y la necesidad de 

concesiones recíprocas entre ellas». Id. Iniciado el pleito, pero sin la 

intervención del Tribunal, el contrato de transacción es extrajudicial. 

En este escenario, basta un mero aviso de desistimiento. Id., pág. 

505. La transacción tiene el efecto de cosa juzgada entre las partes 

contratantes. Id., pág. 507; Art. 1715 del Cód. Civil de PR 1930, 31 LPRA 

sec. 4827. 

En este caso, aun cuando el Tribunal declaró Ha Lugar en la 

Sentencia Parcial el aviso de desistimiento de la primera causa de acción 

de Karlan, vinculada con el desembolso del diez por ciento del retenido; 

luego del juicio, condenó al Municipio al pago de un interés por mora 

sobre esa misma cantidad. Entendemos que esa sanción según 

planteada no procede.  

Karlan accedió voluntariamente a realizar la declaración jurada a la 

que inicialmente se negó e incluso arguyó que no tenía obligación de 

someter. Según lo convenido entre las partes, en el documento se 

exceptuó el pleito de marras. Esto a cambio de recibir, previo a la 

 
50 Apéndice, págs. 261-262. 
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culminación del litigio, el monto dinerario reclamado. El examen de los 

escritos judiciales que obran en el expediente, relacionados con este 

señalamiento de error, nos lleva a concluir que –aun cuando no se 

denomina como tal–Karlan y el Municipio transigieron extrajudicialmente 

esa causa durante la tramitación del pleito, mediante mutuas 

concesiones, lo que indefectiblemente incluyó cualquier resarcimiento 

vinculado con el retenido del diez por ciento del Contrato. El Municipio 

desembolsó la suma convenida y Karlan desistió de la primera causa de 

acción, sin hacer una expresión de condición alguna. Como se sabe, los 

intereses por mora invocados son considerados como una indemnización 

independiente de daños y perjuicios, impuesta como penalidad por la 

demora en el pago. Dicha indemnización constituye un derecho personal 

del acreedor, el cual puede ser renunciado por este;51 en este caso, 

mediante el aviso de desistimiento de la causa de acción. En 

consecuencia, cualquier cuestión relacionada con el desembolso del 

retenido quedó zanjada por las partes, sin intervención del Tribunal.  

Lo anterior es cónsono con lo que Karlan denominó enmienda a la 

alegación, según enunciada en el Informe Preliminar entre Abogados, 

presentado el 1 de marzo de 2018, a más de tres años de su aviso de 

desistimiento.52 Allí, Karlan indicó que «[l]a primera causa de acción de 

la demanda ha[bía] quedado limitada a aquella parte donde se 

impugna por arbitraria, ilegal y caprichosa la imposición de la multa 

de $6,000 por parte del [Municipio] por [el] alegado atraso en la 

entrega de la obra por parte de Karlan».53 (Énfasis nuestro).  

Por otro lado, durante el juicio, el propio Tribunal expresó:54 

HON. JUEZ De acuerdo con la Resolución de Sentencia 
Sumaria de este Tribunal, lo único que falta 
por dilucidar en este pleito y lo voy a leer 
según lo expresé en la Resolución: 

 

 
51 Véanse Rivera v. Crescioni, 77 D.P.R. 47, 55 (1954); Padilla v. Vidal, 71 D.P.R. 517, 
527 (1950). 
52 Recuérdese que el Tribunal Supremo ha opinado que el desistimiento es efectivo 
desde que el actor desistente presenta ante el Tribunal el aviso declarativo de la 
voluntad de desistir. Tenorio v Hospital Dr. Pila, 159 D.P.R. 777, 783 (2003). 
53 Apéndice, pág. 288. 
54 Transcripción de la Prueba Oral, págs. 30, líneas 23-24 y 31, líneas 1-2, 9-12.  
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«Uno; Si Karlan podía completar la obra, 
específicamente conectar el sistema de lavado 
a la línea sanitaria, entre el 21 de julio y el 6 de 
agosto de 2011 según acordado por las partes. 
Es decir, entre la fecha en que el Municipio 
autorizó efectuar la conexión y la fecha 
acordada para la entrega de la obra».  

 
«Dos; Si las actuaciones del Municipio en el 
cumplimiento en sus obligaciones 
contractuales demoraron injustificadamente 
que Karlan recobrara el retenido del contrato», 
ya esto está resuelto. 
 
Y «[T]res; Si el Municipio fue temerario en la 
tramitación de este pleito». (Énfasis nuestro). 
 

En otro momento del juicio,55 la representación legal de Karlan 

intentó revivir el reclamo de intereses por mora. En ese momento, el 

Tribunal erróneamente pensó que no fueron alegados en la Demanda. Sin 

embargo, la improcedencia de la penalidad no surgía de ese análisis, sino 

del aviso de desistimiento por estipulación extrajudicial de Karlan, 

estatuido en la Regla 39.1 (a) (2) de Procedimiento Civil, supra, el cual 

finiquitó la cuestión en su totalidad.  Es forzoso concluir, entonces, que 

la partida concedida de intereses por mora sobre el retenido debe 

ser suprimida.  

(ii) 

Ahora bien, en la Demanda, Karlan le imputó al Municipio haber 

actuado dolosamente en el cumplimiento de las obligaciones 

contractuales, por lo que reclamó una indemnización de $50,000.00 por 

los daños y perjuicios que dicho proceder causaron.56 A esos efectos, era 

necesario demostrar, por preponderancia de la prueba, el acto doloso del 

Municipio y el daño derivado del incumplimiento de la obligación 

contractual contraída. 

Al respecto, el TPI concluyó que, en el cumplimiento del contrato, 

el Municipio obró de manera atropellada y arbitraria. A modo de ejemplo, 

en su Sentencia, las determinaciones de hechos 41, 48, 50, 51, 

previamente citadas en este dictamen, versan sobre hechos 

 
55 Transcripción de la Prueba Oral, págs. 80-82. 
56 Apéndice, pág. 44, acápite 75. Véase, además, Apéndice, pág. 267. 
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demostrativos de la conducta antijurídica del Municipio. Además, el TPI 

concluyó que le era atribuible al Municipio el retraso en la tramitación 

unilateral de la orden de cambio número tres. Indicó que este proceder 

impidió que Karlan obtuviese la certificación de aceptación y endoso, sin 

la cual estaba impedido de cancelar la póliza del Fondo del Seguro de 

Estado, las pólizas de seguro emitidas para este proyecto y las fianzas de 

pago y ejecución.  

Sin embargo, el dictamen carece de una partida dineraria 

correspondiente al resarcimiento a favor de Karlan por concepto de daños 

contractuales. Ni siquiera la cuestión formó parte de la trilogía de 

controversias planteadas en la Resolución del TPI, sino que se subsumió 

con la del desembolso del retenido. Correspondería, entonces, devolver el 

caso ante la consideración del Tribunal para que adjudique la 

indemnización a la que Karlan sería acreedor por los daños contractuales, 

a base de la prueba desfilada en el juicio y, en el caso de las angustias 

mentales, siguiendo las directrices impartidas a los foros primarios por 

nuestro Tribunal Supremo, en el caso Santiago Montañez v. Fresenius 

Medical, 195 D.P.R. 476 (2016). En esta oportunidad, no obstante, lo 

anterior es innecesario.  

Al abordar este reclamo, nos confrontamos con la situación de que 

el expediente está huérfano de evidencia al respecto. Hemos reparado 

que la prueba testifical y la que obra en el expediente adolece de 

evidencia conducente a demostrar los daños contractuales. Si bien el 

ingeniero Rivera Burgos testificó sobre los actos culposos del Municipio y 

determinados documentos así lo demuestran, a nuestro juicio, no declaró 

ni desfiló prueba sobre algún daño positivo o negativo sufrido, ni sobre 

daños morales, ni sobre el nexo causal requerido por el ordenamiento 

jurídico en estos casos. Recuérdese que el peso de la evidencia recaía 

sobre Karlan como parte reclamante. De hecho, el Tribunal cuestionó a la 

representación legal de Karlan si el ingeniero Rivera Burgos iba a 

testificar algo distinto a lo que ya estaba estipulado en la prueba 
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documental. Por igual, le concedió un espacio para «revisar algo», pero la 

línea de preguntas continuó limitándose en torno a las actuaciones del 

Municipio.57 Decididamente, en este caso, Karlan no presentó evidencia 

sobre los daños contractuales sufridos. Para que su causa de daño 

contractual prosperara, no era suficiente probar los incumplimientos de la 

obligación del Municipio, sino que Karlan precisaba demostrar la 

existencia de los daños causados y que estos, en efecto, surgieron como 

consecuencia exclusiva del incumplimiento de una obligación pactada con 

el Municipio. Consecuentemente, la causa de acción por daños y 

perjuicios contractuales se desestima.  

B. Segundo Error 

Erró en la apreciación de la prueba, en torno a demora 
en la entrega de la obra y la consecuente imposición al 
Municipio de obligación de devolver a Karlan, con 
intereses, el importe de la penalidad impuesta. 
 
Como se ha expresado antes, Karlan entregó la obra el 12 de 

agosto de 2011 y el Municipio le impuso una multa de $6,000.00 

($1,000.00 por día) toda vez que la fecha presuntamente acordada fue el 

6 de agosto de 2011. La penalidad emanó del Contrato; en particular, la 

primera cláusula:   

En la eventualidad de que la Corporación no termine los 

trabajos dentro del tiempo estipulado en este [C]ontrato y 

sus enmiendas, se le descontará la suma de mil dólares 

($1,000.00) por cada día de atraso, por concepto de daños 

líquidos, de cualquier dinero que se le adeude por trabajo 

ejecutad58o bajo este [C]ontrato. 

 

Sin embargo, del análisis sosegado de los autos se desprende que 

la penalidad contractual se basó en un retraso imputable al Municipio, por 

su propio incumplimiento con una obligación de hacer, en relación con la 

conexión de agua. Conforme las declaraciones del ingeniero Rivera 

Burgos, a quien el Tribunal le otorgó entera credibilidad, el 5 de abril de 

2011, el Municipio le comunicó a Karlan que no hiciera la segunda 

excavación «porque ellos [iban] a realizar los trabajos de la conexión de 

agua desde el punto de conexión que se había estipulado en los planos 

 
57 Transcripción de la Prueba Oral, págs. 88-89. 
58 Apéndice, pág. 55-56. 
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de construcción, hasta dos pies cerca de, del edificio de donde iba a estar 

el car wash».59 Por ende, las obras relacionadas con la conexión de agua 

potable quedaron en manos del Municipio.60 A instancia propia, el 

Municipio se obligó con Karlan a «dejar la tubería a dos pies de la entrada 

donde, donde los planos indican que se va a hacer la conexión».61 

Asimismo, Karlan anunció que, a partir del 2 de junio de 2011 no se 

realizarían «más labores hasta que se tuvieran las conexiones de agua 

potable, sanitarias y trabajos relacionados».62 

Según fue advertido por el Apelante en varias ocasiones, de no 

actuar el Municipio con prontitud sobre la obligación asumida desde abril 

de 2011, la fecha de entrega del proyecto se dilataría. «Laboy estaba 

diariamente allí, en el proyecto, donde se le estaba diciendo [sobre] los 

atrasos que estaba ocasionando el Municipio al no entregar la tubería, la 

conexión de la tubería a los dos pies y no dejarnos a nosotros realizar las 

conexiones ya aprobadas en el permiso de construcción de, de la fase 

sanitaria».63 

Semanalmente le indicábamos a la inspección y al representante del 

Municipio –que tenían un ingeniero de nombre Kaleb– los atrasos que nos 

estaban causando y que, y que eso, pues obviamente, nos estaba 

atrasando para terminar el proyecto».64 

Sin embargo, aun cuando el Contrato tenía una fecha de 

terminación el 8 de junio de 2011,65 no fue hasta el 21 de julio de 2011 

que el Municipio autorizó la conexión al sistema sanitario.66 Irónicamente, 

el Municipio advirtió a Karlan sobre la penalidad que le sería impuesta por 

entrega tardía.67 

 
59 Transcripción de la Prueba Oral, pág. 33, líneas 14-19. 
60 Transcripción de la Prueba Oral, pág. 34, líneas 9-10. 
61 Transcripción de la Prueba Oral, pág. 38, líneas 7-9. 
62 Transcripción de la Prueba Oral, pág. 38, líneas 14-17. 
63 Transcripción de la Prueba Oral, pág. 40, líneas 12-18. 
64 Transcripción de la Prueba Oral, pág. 41, líneas 6-10. 
65 Según la orden de cambio número dos, fechada el 28 de marzo de 2011, la finalidad 
del Contrato se extendió hasta el 8 de junio de 2011.Véase Apéndice del Alegato en 
Oposición a Recurso de Apelación, pág. 1. 
66 Transcripción de la Prueba Oral, pág. 51, líneas 9-21. 
67 Transcripción de la Prueba Oral, pág. 52, líneas 1-19. 
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A todo esto, se sumó que la fecha de entrega, seis días antes de la 

extensión solicitada por Karlan, constituyó un acto ex post facto y 

unilateral del Municipio. En autos obra la propuesta oportuna de orden de 

cambio número tres, sometida por Karlan al Municipio, firmada por un 

representante del Apelado y fechada el 3 de junio de 2011, en la que, 

entre otros asuntos, solicitó una extensión al Contrato de 65 días, esto es, 

al 12 de agosto de 2011.68 «Este documento, después que fue firmado 

por el señor Nelson González, que era nuestro representante del 

proyecto, se le sometió [al] ingeniero Laboy, para que el ingeniero Laboy 

lo sometiera al Municipio».69 Sin embargo, la petición de Karlan fue 

descartada: 

P ¿Y qué sucedió si algo? 
 
R Bueno, el, el, el cambio, el cambio fue rechazado por 

el Municipio en varias ocasiones. Nosotros no 
entendíamos por qué, porque esto se había realizado 
junto con el inspector del proyecto, el ingeniero 
Laboy, que estaba autorizado por el Municipio y 
había... el ingeniero Kaleb, que era un ingeniero del 
Municipio, que también estuvo presente en la reunión 
y pues, lo rechazaron en varias ocasiones y nosotros, 
pues obviamente, estando... estando solitario [sic] 
con, con la cuestión de los 65 días, pues nosotros 
no... en varias ocasiones no aceptamos los 
documentos que había sometido el, el ingeniero 
Vallés y la ingeniero Ayala. 

 
P Eso es. . . ¿Cuándo usted dice «fue rechazado», fue 

rechazado en cuanto a la partida deductiva y aditiva o 
fue rechazado en cuanto a qué? 

 
R No, fue rechazado exclusivamente con relación al 

tiempo de construcción.70 
 
En lugar de lo solicitado, el Municipio generó otra orden de cambio 

número tres, fechada el 29 de mayo de 2012, la cual consta firmada 

únicamente por los funcionarios del Municipio.71 Allí se concedieron 

solamente 59 días de extensión al Contrato: 6 de agosto de 2011. La 

anuencia de Karlan no consta en la versión del Municipio de la orden de 

cambio número tres. Al respecto, el ingeniero Rivera Burgos declaró:72 

 
68 Véase Apéndice del Alegato en Oposición a Recurso de Apelación, pág. 3. 
69 Transcripción de la Prueba Oral, págs. 58, líneas 22-25 y 59, línea 1. 
70 Transcripción de la Prueba Oral, pág. 59, líneas 2-20. 
71 Apéndice, pág. 416. 
72 Transcripción de la Prueba Oral, págs. 60, líneas 22-25 y 61, líneas 1-6. 
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R […] [E]ste es el documento que al final redactó el 
Municipio, lo firmaron los representantes que tenían 
que firmar del Municipio y el contratista no lo firmó. 

 
P O sea, ahí no aparece la firma. . . […] . . .suya ni de 

ningún representante de Karlan. 
 

R No, porque nosotros no aceptábamos esos términos. 
 

Al preguntársele al testigo en qué se diferenciaban ambos 

documentos, el ingeniero Rivera Burgos declaró: «La diferencia es que en 

el… en la primera, que fue resultado del estudio de la inspección y el 

contratista, eran 65 días y el Municipio aprueba una orden de cambio por 

unos 59 días, seis menos de lo que se había reclamado originalmente».73  

¿En qué consistía la diferencia de seis días? El 27 de abril de 

2012, el Municipio había apostillado: 

Por otro lado, le recordamos que la propuesta de orden de 
cambio #3 ha sido sometida por Karlan Group en varias 
ocasiones y la misma ha sido devuelta en igual número de 
ocasiones por el Departamento de Gerencia de Proyectos 
debido a que en la misma Karlan Group insiste en 
reclamar injustificadamente el tiempo correspondiente 
al diseño, pedido e instalación de la bomba y tanque del 
sistema de distribución de agua potable del proyecto.74 
(Énfasis nuestro). 
 
Según el Municipio, Karlan debió haber realizado tales trabajos y 

no le iba a conceder tiempo adicional. Karlan, por otra parte, argüía que 

las pruebas necesarias en las variaciones de presión en el flujo de agua 

que llegaba al proyecto, sólo se podía hacer «cuando la tubería estuviese 

exactamente en el proyecto y no antes».75 Como resultado de Las 

pruebas, se tuvo que comprar una bomba fuera de Puerto Rico.76  

Somos de la opinión que las razones para que el Municipio se 

negara a otorgar la extensión al 12 de agosto de 2011 son erróneas. Nos 

parece lógico y de llano sentido común que, hasta que no se tuviera 

disponible el flujo de agua, no se podían hacer las pruebas de presión ni 

determinar qué equipo requeriría la obra para su óptimo uso; como por 

ejemplo, el de una bomba específica, capaz de suplir las variaciones o la 

falta de presión de agua, en un proyecto que precisamente necesitaba de 

 
73 Transcripción de la Prueba Oral, pág. 68, líneas 6-11. 
74 Apéndice, pág. 126. 
75 Transcripción de la Prueba Oral, pág. 70, líneas 13-16. 
76 Transcripción de la Prueba Oral, pág. 70, líneas 17-19. 
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flujo de agua continuo y a una presión adecuada, pues se trataba del car 

wash del SITRAC.77 Recuérdese que, según la determinación de hecho 

número 8 de la Sentencia, «[e]l 6 de junio de 2011 Karlan informó 

mediante carta a Vallés Álvarez que la obra estaba substancialmente 

completada en un 96.13% y que la validación del equipo de lavado 

instalado estaba detenida porque no se habían terminado las conexiones 

de agua potable y de las descargas sanitarias».78 

Así pues, la negativa de Karlan en aceptar la versión del Municipio 

de la orden de cambio número tres no fue el resultado de la conducta 

caprichosa de un contratante. Al contrario, la contención de Karlan 

respondía a la total abstracción que hizo el Municipio de los hechos 

acontecidos entre el 5 de abril y el 21 de julio de 2011. Ocasión en que 

Karlan le requirió múltiples veces que iniciara los trabajos de conexión de 

agua, para poder culminar la obra, la cual se encontraba en avanzado 

estado (96%), pero «no operable […] porque obviamente faltaban la 

conexión de agua y la conexión sanitaria […]».79  De hecho, ni siquiera el 

Municipio cumplió con lo obligado porque la línea de agua la dejó a más 

de doscientos pies, en lugar de dos, según testimonió el ingeniero Rivera 

Burgos.80 

Evaluado el testimonio y la prueba documental afín con el error 

señalado, entendemos que este caso es una muestra prístina del dolo 

contractual en la consumación del Contrato. La consciente, intencionada y 

voluntaria acción del Municipio de intervenir en la realización de los 

trabajos y contribuir al retraso de la entrega de la obra y, luego, multar 

injustamente al Apelado es suficiente para que Karlan no sólo sea 

acreedor del importe de la penalidad contractual impuesta 

arbitrariamente, sino también de la concesión de intereses por mora, 

según alegados en la Demanda. 

 
77 Transcripción de la Prueba Oral, pág. 52, líneas 71-75. 
78 Apéndice, pág. 5. 
79 Transcripción de la Prueba Oral, pág. 35, líneas 6-12. 
80 Transcripción de la Prueba Oral, pág. 77, líneas 3-19. 
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Estudiado el expediente, coincidimos con la determinación del 

Tribunal de anular la penalidad contractual de $6,000.00 por el alegado 

retraso, junto al pago de intereses por mora a razón de dos por ciento 

(2%). El TPI había impuesto un 5.75% de interés, pero tal cifra no 

corresponde a los intereses de las sentencias aplicables al Estado. Para 

la fecha en que fue dictada la Sentencia apelada, la Oficina del 

Comisionado de Instituciones Financieras dispuso que el interés aplicable 

a las sentencias impuestas al Estado Libre Asociado de Puerto Rico, sus 

municipios, agencias, instrumentalidades, corporaciones públicas o 

funcionarios en su carácter oficial era de dos por ciento (2%)81. 

Consiguientemente, se ordena al Municipio a desembolsar a favor de 

Karlan una suma de $6,000.00 más intereses por mora al dos por 

ciento (2%), a partir del 1 de septiembre de 2011 hasta el 19 de 

octubre de 2018. Así modificada, se confirma.  

C. Tercer Error 

Erró en imponer condena de honorarios de abogado e 
intereses sobre la sentencia al demandado, uno de los 
municipios de Puerto Rico.  
 

 En el caso de autos, el Tribunal condenó al Municipio al pago de 

$15,000.00 por concepto de honorarios de abogado. Como cuestión de 

umbral, somos del criterio que la causa pendiente ante el foro judicial, 

sobre la reclamación en contra de la penalidad impuesta por el supuesto 

retraso en la entrega de la obra, es de naturaleza contractual. Por 

consiguiente, el Municipio estaba sujeto a la imposición de honorarios de 

abogado. 

En su Sentencia, el TPI hizo una expresión concreta sobre que el 

Municipio «incurrió en temeridad desde antes de la radicación de la 

[D]emanda y con posterioridad a la misma».82 (Énfasis nuestro). En lo 

que nos compete, no encontramos indicio alguno de que el Tribunal 

abusara de su discreción. Durante más de un lustro de litigio, el Municipio 

 
81 Refiérase a la página web de la Oficina del Comisionado de Instituciones Financieras, 
visitada en 2021: 
https://ocif.pr.gov/Consumidores/Documents/Intereses%20Aplicables%20a%20Sentenci
as%20Judiciales.pdf. 
82 Apéndice, pág. 28. 

https://ocif.pr.gov/Consumidores/Documents/Intereses%20Aplicables%20a%20Sentencias%20Judiciales.pdf
https://ocif.pr.gov/Consumidores/Documents/Intereses%20Aplicables%20a%20Sentencias%20Judiciales.pdf
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abonó a la dilatación excesiva de los procedimientos judiciales, con su 

contumacia al no ceder en querer aplicar una cláusula penal contractual 

improcedente de conformidad con los hechos probados. En cuanto al 

desembolso del retenido de diez por ciento que se satisfizo pendiente el 

litigio, el Municipio aceptó su propia demora.83 Lo que reiteró en el juicio, 

a través de las expresiones de su representante legal: «Todo este asunto 

relacionado con la demora, la certificación la fecha y los pagos está 

estipulado».84  

Ciertamente, el Apelante contribuyó temerariamente para que 

Karlan se viera obligado a iniciar un pleito y, luego, prolongó el mismo 

innecesariamente, ocasionando gastos, molestias e inconvenientes al 

Apelado. Por ende, en ausencia de abuso de discreción, prejuicio, 

parcialidad o error en la interpretación del derecho, debemos actuar 

con deferencia y no intervenir en el ejercicio de discreción del 

Tribunal al imponerle al Municipio $15,000.00 por concepto de 

honorarios de abogado por temeridad, por lo que se confirma.  

IV. 

Por lo antes expuesto, se revoca la partida de intereses por mora 

impuesta sobre la suma de $51,643.58; y se desestima la causa de 

acción por daños y perjuicios contractuales. En cuanto al desembolso 

correspondiente a la cláusula penal de $6,000.00 a favor de Karlan 

Group, Inc., se confirma, pero se modifica el interés por mora a razón de 

dos por ciento (2%), a partir del 1 de septiembre de 2011 hasta el 19 de 

octubre de 2018. Se confirma la imposición de honorarios de abogado por 

$15,000.00. 

Lo acordó y certifica el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. El Juez Bonilla Ortiz concurre con lo resuelto en 

cuanto a los errores 1 y 2. Disiente enérgicamente en cuanto al error 3, y 

encontrar temerario al Municipio cuando aquí se le da la razón en parte. 

La Jueza Cintrón Cintrón disiente en cuanto a la revocación de la partida 

 
83 Apéndice, pág. 205, acápite 4, enumerado erróneamente como 5. 
84 Transcripción de la Prueba Oral, pág. 84, líneas 8-9. 
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de intereses por mora sobre la suma de $51,643.58. Conforme en las 

determinaciones de la Sentencia.  

 
 
 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
    Secretaria del Tribunal de Apelaciones  


